
 
  

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 41 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO MIGUEL ACUNDO GONZÁLEZ, 

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PES 

Miguel Acundo González, diputado del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social a la LXIV 

Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, 

y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 77 y 78 del Reglamento para el 

Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de esta 

soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto que reforman los incisos a) y c) de la fracción II del 

artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de disminución y 

redistribución del financiamiento público a los partidos políticos nacionales, con base en la siguiente 

Exposición de Motivos 

El financiamiento público que otorga el Estado mexicano a los partidos políticos se integra por los recursos 

económicos, bienes y servicios que reciben los institutos políticos para cubrir sus gastos de operación, atender 

debidamente su función pública y cumplir con su fin, con apego a la legislación en la materia; para lo cual, se 

establecen dos fuentes de financiamiento: 

Directo, se refiere a los recursos financieros que el Estado otorga a los partidos políticos para cubrir gastos para 

actividades ordinarias, campañas en años de elección y para actividades específicas 

Indirecto, abarca la exención de pago de impuestos, entrega de espacios en radio y televisión, franquicias 

postales, etcétera. 

El artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece en su fracción II, incisos 

a), b) y c), lo siguiente: 

a) El financiamiento público para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes se fijará 

anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral por el sesenta 

y cinco por ciento del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización. El treinta por ciento de la 

cantidad que resulte de acuerdo a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos políticos en 

forma igualitaria y el setenta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren 

obtenido en la elección de diputados inmediata anterior. 

b) El financiamiento público para las actividades tendientes a la obtención del voto durante el año en que 

seelijan presidente de la República, senadores y diputados federales, equivaldrá al cincuenta por ciento 

del financiamiento público que le corresponda a cada partido político por actividades ordinarias en ese 

mismo año; cuando sólo se elijan diputados federales , equivaldrá al treinta por ciento de dicho 

financiamiento por actividades ordinarias. 

c) El financiamiento público por actividades específicas , relativas a la educación, capacitación, 

investigación socioeconómica y política, así como a las tareas editoriales, equivaldrá al tres por ciento del 

monto total del financiamiento público que corresponda en cada año por actividades ordinarias. El treinta 

por ciento de la cantidad que resulte de acuerdo a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los 

partidos políticos en forma igualitaria y el setenta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de 

votos que hubieren obtenido en la elección de diputados i nmediata anterior. (El subrayado es nuestro.) 



 
  

Al respecto, es importante señalar que fue hasta la reforma constitucional de 1977 que se les dio a los partidos 

políticos el carácter de entidades de interés público; lo cual, permitió reconocerles derechos y obligaciones a los 

institutos políticos, otorgándoles financiamiento público indirecto. 

Fue hasta la reforma electoral de 1987, cuando se instauró en el marco jurídico electoral de nuestro país, el 

financiamiento público directo de los partidos políticos, mismo que era determinado por el número de votos 

obtenidos en las elecciones federales inmediatas anteriores y el número de curules obtenidas en la Cámara de 

Diputados. 

La reforma constitucional de 1990 en materia electoral, se encargó de desagregar el financiamiento público que 

recibían los partidos, creando los siguientes conceptos susceptibles de ser cubiertos con financiamiento público 

directo: actividad electoral; actividades generales; actividades específicas y por subrogación del Estado respecto 

de las aportaciones de los legisladores para el sostenimiento de sus partidos. 

La reforma electoral de 1993, resulto medular en la vida democrática de nuestro país, pues se establecieron las 

reglas para que los partidos políticos pudieran acceder al financiamiento privado y los topes de gastos de 

campaña; asimismo, fueron creados los mecanismos de información, supervisión y fiscalización de los ingresos 

y gastos de los partidos políticos, estableciéndose las sanciones respectivas para el caso de contravenir las reglas 

de comprobación de los gastos y montos. 

Asimismo, quedo expresamente prohibido el financiamiento proveniente de los órganos del Estado, de 

extranjeros, ministros de culto y empresas. 

Ya con la reforma electoral de 1996, se estableció la preponderancia del financiamiento público sobre el 

privado y se además de instauraron las dos modalidades de financiamiento público directo: actividades 

ordinarias permanentes y gastos de campaña. 

El artículo 41 constitucional fue reformado nuevamente en 2008, para darle la administración de los tiempos 

oficiales en radio y televisión al entonces Instituto Federal Electoral, creándose el Comité de Radio y 

Televisión, órgano encargado de aprobar las pautas de transmisión de los programas y mensajes de los partidos 

políticos. Esta misma reforma, estableció la prohibición para contratar propaganda político electoral en radio y 

televisión a los partidos políticos y personas físicas y morales. 

Como consecuencia de la creciente demanda ciudadana que exige disminuir o incluso eliminar el 

financiamiento público de los partidos políticos, en la última reforma electoral de 2011, no se ocupó de tocar 

dicho tema. 

Si bien el financiamiento público permite transparentar el origen de los recursos; contribuye a favorecer la plena 

independencia de los partidos políticos y candidatos; garantiza la equidad en la competencia electoral; 

desincentiva la búsqueda de fuentes de financiamiento ilícito, entre otras. 

Sin embargo, el financiamiento público ha venido creciendo sustancialmente y, sin embargo, en muchos de los 

procesos electorales siguen persistiendo prácticas antidemocráticas como la inequidad, la opacidad, la 

participación activa de grupos de poder económico; la simulación de gastos y las fuentes de financiamiento 

ilícito. 

En consecuencia, para la mayoría de los mexicanos, el financiamiento público a los partidos políticos es 

excesivo; más si se toma en cuenta las enormes carencias que nuestro país tiene en materia de salud, educación, 

seguridad, servicios públicos, etc. 



 
  

Solo en el Presupuesto de Egresos de la Federación 2017, se destinaron recursos por 4 mil 059 millones de 

pesos para el financiamiento público de partidos políticos. 

El excesivo financiamiento público a partidos, contrasta con el paupérrimo presupuesto que se destina al 

Sistema Nacional de Salud, insuficiente para atender la demanda de servicios médicos de la población; en el 

mismo ejercicio fiscal 2017, solo se presupuestaron casi 2 mil millones de pesos, menos de la mitad de lo que 

destino para financiar a los partidos. 

En el 2017, se destinaron solo 452.9 millones de pesos para tratar la diabetes, uno grave problema de salud 

pública que padecen millones de mexicanos. Para la atención medica de infantes -menores de 5 años de edad- se 

destinaron casi 2 mil millones de pesos vía el Programa Seguro Médico Siglo XXI, solo el 50 por ciento de lo 

que se dio a los partidos políticos en el mismo año fiscal. 

En el PEF 2017, se confirió un presupuesto de 4 mil 600 millones de pesos para el Sistema Nacional de 

Investigadores, (88 por ciento del destinado a los partidos), en el mismo periodo solo se destinaron un mil 261.6 

millones de pesos para Educación Indígena, menos de una tercera parte del gasto público ejercido por los 

institutos políticos en 2017. 

Ahora bien, el financiamiento público que recibieron los partidos políticos en 2018 resulto groseramente 

desproporcionado y ofensivo para millones de mexicanos que cotidianamente padecen la falta de recursos en 

servicios de salud, educación, seguridad pública, etc. 

Mediante Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral
1
 aprobado en sesión extraordinaria del 

18 de agosto de 2017, se aprobó el financiamiento público para los partidos políticos nacionales, así como los 

de gastos de campaña para el ejercicio 2018. 

Aprobándose, para financiamiento público por actividades ordinarias permanentes, gastos de campaña, 

actividades específicas, franquicias postales y franquicias telegráficas recursos financieros por un total de 

$6,745,936,684 (seis mil setecientos cuarenta y cinco millones novecientos treinta y seis mil seiscientos ochenta 

y cuatro pesos M. N.), y para gastos de campaña de las Candidaturas Independientes $42,963,332 (cuarenta y 

dos millones novecientos sesenta y tres mil trescientos treinta y dos pesos M.N.), como se ilustra a 

continuación: 

 



 
  

Con base en el artículo 41 Constitucional y 51 de la Ley General de Partidos Políticos (LGPP), el monto del 

financiamiento público para el sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes de los partidos políticos 

nacionales será fijado anualmente, multiplicando el número total de inscritos en el padrón electoral federal, en 

julio de cada año, por el 75 por ciento del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización (UMA). 

En este sentido, al 31 de julio de 2017, habían inscritos en el padrón electoral un total de 87 millones 557 

mil 868 ciudadanos y el valor de la UMA para 2017 era de $75.49; por lo que el 65 por ciento del valor diario 

de la UMA equivalía a $49.0685. Por lo que, al multiplicar el número total de ciudadanos inscritos en el padrón 

electoral por el 65 por ciento del valor diario de la UMA Dio como resultado un financiamiento público anual 

por concepto de actividades ordinarias permanentes para el año 2018 de $4,296,333,246 (cuatro mil doscientos 

noventa y seis millones trescientos treinta y tres mil doscientos cuarenta y seis pesos M.N.), para mayor 

detalle se anexa el siguiente cuadro: 

 

Ahora bien, dichos recursos fueron distribuidos con fundamento en el artículo 41 de la Constitución y 51 de 

la LGPP, ordenamientos que establecen que 30 por ciento de los recursos repartidos de forma igualitaria entre 

los partidos políticos y el restante 70 por ciento se entregara en base al porcentaje de votación obtenido en la 

elección de diputados inmediata anterior; es decir con base a las elecciones federales de 2015; quedando la 

distribución del financiamiento público para actividades ordinarias por partido político nacional, como sigue: 

 

Por lo que toca al cálculo del financiamiento público para gastos de campaña de los Partidos Políticos 

Nacionales, el artículo 41 Constitucional junto con el 51 de la LGPP disponen que, para la elección donde se 

elijan presidente de la República, senadores y diputados federales, el financiamiento para gastos de campaña 

equivaldrá al 50 por ciento del financiamiento público que le corresponda a cada partido político por actividades 

ordinarias durante ese mismo año; con lo cual los institutos políticos recibieron por este concepto recursos 



 
  

financieros por un monto total de $ 2,148,166,623 (dos mil ciento cuarenta y ocho millones ciento sesenta y seis 

mil seiscientos veintitrés pesos M.N.), distribuidos de la siguiente manera: 

 

Ahora bien, es importante señalar que dentro del dictamen de Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) 

2018
2
 -aprobado por la Cámara de Diputados- el Instituto Nacional Electoral recibió recursos económicos por 

un total de $24,216,327,956 (veinticuatro mil doscientos dieciséis millones trescientos veintisiete mil 

novecientos cincuenta y seis pesos M.N.); lo cual contrasta, con los $12,916,173,982 (doce mil novecientos 

dieciséis millones ciento setenta y tres mil novecientos ochenta y dos pesos M.N.) destinados a cultura, junto 

con los $9,578,420,348 (nueve mil quinientos setenta y ocho millones cuatrocientos veinte mil trescientos 

cuarenta y ocho pesos M.N.) otorgados a economía o los $3,916,225,884 (tres mil novecientos dieciséis 

millones doscientos veinticinco mil ochocientos ochenta y cuatro pesos M.N.) que se dieron a Turismo. 

En este sentido, resulta necesario plantear una reducción sustancial al financiamiento público para atender la 

demanda ciudadana de reducir, no solo del financiamiento público, sino en general, los altos costos económicos 

de nuestro sistema electoral. 

Aunado a lo anterior, se ha venido observando una creciente desvinculación social de los partidos políticos y 

una creciente apatía ciudadana que no se siente representada por las opciones políticas existentes, ha generado 

la presentación de diversas iniciativas, en la pasada Legislatura, para replantear el sistema de financiamiento 

público de los partidos, el común denominador de todas ellas, es la reducción sustancial del costo del 

financiamiento público a los partidos, a fin de ilustrar de mejor manera los ahorros propuestos, se anexa el 

siguiente cuadro: 



 
  

 

Además de proponer una reducción al financiamiento público en un 50 por ciento, la presente iniciativa busca 

replantear la distribución del mismo con la finalidad de procurar y garantizar la equidad electoral en las 

contiendas políticas, para lo cual, se propone distribuir el 70 por ciento del financiamiento en forma igualitaria 

entre cada uno de los partidos políticos nacionales; mientras que el otro 30 por ciento se distribuirá de acuerdo 

con el porcentaje de votos que hubieren obtenido en la elección de diputados inmediata anterior. 

La propuesta para redistribuir el financiamiento público obedece a la necesidad de fortalecer las opciones 

políticas no tradicionales que por representar los intereses específicos de minorías o ser de nueva o reciente 

creación, no cuentan con una gran representación política que les permita tener la atención mediática de los 

medios de comunicación, ni con la exposición que da tener cargos de elección popular. 

Sobre lo anterior, es importante señalar que fueron 102 organizaciones las que notificaron al Instituto Nacional 

Electoral (INE) su interés de constituirse en partidos políticos nacionales; al respecto, no nos debe sorprender el 

número tan elevado de organizaciones políticas que buscan convertirse en partidos, una sociedad moderna y 

cada vez más politizada, como es la nuestra, exige estar plenamente representadas, un nuevo sistema de 

distribución con base en la equidad, fortalecerá y dará viabilidad a los partidos de nueva creación y a los 

partidos minoritarios y posibilitara el dar voz a todas las minorías que coexisten en nuestra gran nación. 

Entre los beneficios que se buscan alcanzar con la aprobación de la presente iniciativa destacan: 

• Reducir en un 50 por ciento el costo del financiamiento público a los partidos políticos. 

• Promover la eficiencia y eficacia administrativa de los partidos políticos; así como, la creación de 

mecanismos de autofinanciamiento para su sostenimiento. 

• Crear un nuevo sistema de distribución de los recursos públicos para partidos, privilegiando la equidad 

sobre la representatividad (repartir 70 por ciento de los recursos de manera igualitaria y el 30 por ciento 

restante de acuerdo con la última votación recibida para diputados). 

• Contribuir a la construcción de un sistema multipartidista con base en la equidad. 

• Garantizar la participación política de las minorías representadas por partidos políticos minoritarios. 

• Equidad en los procesos electorales. 



 
  

Es importante dejar constancia que el Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social hizo manifiesto, desde 

el 29 de septiembre de 2016, su interés por eliminar el financiamiento público a los partidos políticos, como 

consta en la iniciativa de reforma a los artículos 41 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

Para mayor claridad, se expone el siguiente 

Cuadro Comparativo 

Iniciativa con proyecto de decreto que reforman los incisos a) y c) de la fracción II del artículo 41 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 



 
  

 



 
  



 
  

 

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con 

proyecto de 

Decreto por el que se reforman las incisos a) y c) de la fracción II del artículo 41 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de disminución y redistribución del financiamiento 

público a los partidos políticos nacionales 

Único. Se reforman los incisos a) y c) de la fracción II del artículo 41 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos: 

Artículo 41. El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la 

competencia de éstos, y por los de los Estados y la Ciudad de México, en lo que toca a sus regímenes interiores, 

en los términos respectivamente establecidos por la presente Constitución Federal y las particulares de cada 

estado y de la Ciudad de México, las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del pacto federal. 

La renovación de los Poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones libres, auténticas y 

periódicas, conforme a las siguientes bases: 

I. (...) 

II. La ley garantizará que los partidos políticos nacionales cuenten de manera equitativa con elementos para 

llevar a cabo sus actividades y señalará las reglas a que se sujetará el financiamiento de los propios partidos y 

sus campañas electorales, debiendo garantizar que los recursos públicos prevalezcan sobre los de origen 

privado. 

El financiamiento público para los partidos políticos que mantengan su registro después de cada elección, se 

compondrá de las ministraciones destinadas al sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes, las 



 
  

tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales y las de carácter específico. Se otorgará 

conforme a lo siguiente y a lo que disponga la ley: 

a) El financiamiento público para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes se fijará 

anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral por el treinta y 

trespor ciento del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización. El setenta por ciento de la cantidad 

que resulte de acuerdo a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos políticos en forma 

igualitaria y el treinta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren obtenido en la 

elección de diputados inmediata anterior. 

b) El financiamiento público para las actividades tendientes a la obtención del voto durante el año en que se 

elijan presidente de la República, senadores y diputados federales, equivaldrá al cincuenta por ciento del 

financiamiento público que le corresponda a cada partido político por actividades ordinarias en ese mismo 

año; cuando sólo se elijan diputados federales, equivaldrá al treinta por ciento de dicho financiamiento por 

actividades ordinarias. 

c) El financiamiento público por actividades específicas, relativas a la educación, capacitación, 

investigación socioeconómica y política, así como a las tareas editoriales, equivaldrá al tres por ciento del 

monto total del financiamiento público que corresponda en cada año por actividades ordinarias. 

El setenta por ciento de la cantidad que resulte de acuerdo a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre 

los partidos políticos en forma igualitaria y el treinta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de 

votos que hubieren obtenido en la elección de diputados inmediata anterior. 

La ley fijará los límites a las erogaciones en los procesos internos de selección de candidatos y en las 

campañas electorales. La propia ley establecerá el monto máximo que tendrán las aportaciones de sus 

militantes y simpatizantes; ordenará los procedimientos para el control, fiscalización oportuna y vigilancia, 

durante la campaña, del origen y uso de todos los recursos con que cuenten; asimismo, dispondrá las 

sanciones que deban imponerse por el incumplimiento de estas disposiciones. 

De igual manera, la ley establecerá el procedimiento para la liquidación de las obligaciones de los partidos 

que pierdan su registro y los supuestos en los que sus bienes y remanentes serán adjudicados a la 

Federación. 

III. a VI. (...) 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación, sin perjuicio de lo previsto en los transitorios segundo y tercero. 

Segundo. Dentro de los 90 días siguientes a la entrada en vigor del presente decreto, el Congreso de la Unión y 

las legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán realizar las 

adecuaciones normativas correspondientes de conformidad con lo previsto en el presente decreto. 

Tercero. La reforma a la fracción II del artículo 41 de esta Constitución será aplicable a partir del 1 de enero de 

2020. 

Notas 



 
  

1 Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se establecen las cifras del 

financiamiento público de los partidos políticos nacionales y de gastos de campaña del conjunto de candidaturas 

independientes para el ejercicio 2018; 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5495944&fecha=01/09/2017,  consultado el 6 de abril de 

2019.  

2 Dictamen de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con proyecto de Presupuesto de Egresos de la 

Federación para el Ejercicio Fiscal de 2018; 

http://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/63/2017/nov/20171109-B.pdf,  consultado el 11 de abril de 2019. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de abril de 2019. 

Diputado Miguel Acundo González (rúbrica) 
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